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Ejecución de 

Hipoteca por la 

vía Ordinaria 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez 

Córdova, el Juez Flores García y el Juez Bonilla 

Ortiz. 

 

Flores García, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

I - INTRODUCCIÓN 

Comparece la parte peticionaria, St. Just L.I. 

Developers And Contractors, Inc.; José Antonio Andreu 

Fuentes, Betzaida Collazo Gutiérrez y la Sociedad 

Legal De Bienes Gananciales compuesta por ambos, 

solicitando la revisión de una Orden del Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Carolina, dictada el 5 de 

octubre de 2015 y notificada el 13 del mismo mes y 
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año.
1
 Mediante la aludida Orden, el foro primario 

denegó una moción promovida por la parte peticionaria 

solicitando la aplicación de la figura de retracto de 

crédito litigioso.   

Veamos la procedencia del recurso promovido. 

II - HECHOS DEL CASO 

 El 15 de agosto de 2008, Doral Bank presentó una 

demanda sobre cobro de dinero y ejecución de prenda e 

hipoteca en contra de los peticionarios como deudores 

de un pagaré por la suma principal de $295,000.00.  

 Luego de que la parte recurrida contestara la 

demanda y transcurridos varios trámites procesales, el 

9 de abril de 2015, la parte recurrida Bautista Cayman 

Asset Company presentó una moción en la que notificaba 

que el 27 de marzo de 2015, la Federal Deposit 

Insurance Corporation (FDIC) le había cedido mediante 

venta (―Bill of Sale‖) el crédito reclamado por Doral 

en la demanda.   

 El 15 de abril de 2015, la parte peticionaria 

presentó una moción ante el foro primario en la que 

solicitaba que se ordenara a la parte recurrida a 

notificar el precio pagado por el crédito en ánimo de 

colocarlos en posición de ejercer el derecho a 

retracto del crédito litigioso al amparo del Artículo 

1425 del Código Civil de Puerto Rico. Las partes 

presentaron mociones a favor y en contra de lo 

solicitado por los peticionarios. El 13 de octubre de 

2015, el Tribunal de Primera Instancia emitió una 

Orden denegando la solicitud de la parte peticionaria 

                                                 
1
 Aunque las partes correctamente calificaron su recurso como uno de 

certiorari, la Secretaría del Tribunal de Apelaciones lo enumeró como uno 

de apelación. Por tratarse de un asunto interlocutorio dispositivo, lo 

acogemos como un recurso de certiorari aunque mantenga la nomenclatura 

como un recurso de apelación.  
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sobre el retracto del crédito litigioso por tratarse 

de un crédito cedido por la FDIC.  

 Insatisfecho, el 6 de noviembre de 2015, la parte 

peticionaria presentó un recurso de certiorari ante 

esta segunda instancia judicial. En su recurso, imputó 

como error al foro primario determinar que la figura 

de retracto del crédito litigioso era inaplicable en 

las instancias en que el crédito es obtenido por la 

FDIC. La parte recurrida presentó su alegato en 

oposición al recurso de certiorari.  

 El panel de jueces ha deliberado los méritos del 

recurso, por lo que estamos en posición de adjudicarlo 

conforme al Derecho aplicable.   

III - DERECHO APLICABLE 

A. Retracto de crédito litigioso en casos de 

liquidación de instituciones financieras. 

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido 

que la cesión del crédito litigioso surge cuando en un 

negocio jurídico un acreedor le cede su participación 

a otra persona transmitiéndole así la titularidad del 

crédito cedido. Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 132 

D.P.R. 707 (1993); IBEC v. Banco Comercial, 117 D.P.R. 

371 (1986); L. Díez–Picazo, Fundamentos del Derecho 

Civil Patrimonial, Madrid, Ed. Tecnos, 1979, Vol. 1, 

pág. 789. Para que una cesión de crédito sea válida, 

tiene que existir un crédito transmisible fundado en 

un título válido y eficaz. Por ello, es indispensable 

que el crédito cedido sea un crédito existente que 

tenga su origen en una obligación válida. Íd.; IBEC v. 

Banco Comercial, supra, pág. 377. 

 Cónsono con lo anterior, nuestro ordenamiento 

jurídico reconoce la figura del retracto que implica 
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al derecho de una persona a subrogarse en un contrato 

en el lugar del que adquiere una cosa por compra o 

dación en pago, bajo las mismas condiciones 

estipuladas. 31 LPRA sec. 3921. Este derecho sólo se 

puede ejercer en determinados escenarios; a saber, el 

retracto de herederos, de comuneros o el de la cesión 

del crédito litigioso. En lo pertinente, el Artículo 

1425 del Código Civil dispone que: 

Vendiéndose un crédito litigioso, el deudor 

tendrá derecho a extinguirlo, reembolsando 

al cesionario el precio que pagó, las costas 

que se le hubiesen ocasionado y los 

intereses del precio desde el día en que 

éste fue satisfecho. 

Se tendrá por litigioso un crédito desde que 

se conteste a la demanda relativa al mismo. 

El deudor podrá usar de su derecho dentro de 

nueve (9) días, contados desde que el 

cesionario le reclame el pago. 31 LPRA sec. 

3950. 

 

 Es decir, una vez cedido o vendido el crédito 

litigioso, el deudor puede extinguirlo mediante el 

pago al cesionario del precio que este pagó, más las 

costas e intereses. Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 

132 D.P.R. 707 (1993). Dicho derecho se considera una 

restricción a la cesión de los créditos litigiosos. 

Íd. 

 Es necesario que exista un pleito pendiente con 

anterioridad a la cesión del crédito. Consejo de 

Titulares v. C.R.U.V., supra, a la pág. 726. Se trata 

de un crédito ―que, puesto en pleito, no puede tener 

realidad sin previa sentencia firme que lo declare...o 

aquél que está en duda y se disputa, aquél en el que 

los derechos son inciertos‖. Martínez, Jr. v. Tribunal 
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de Distrito, 72 DPR 207, 209 (1951).
2
 Dicho de otro 

modo, es condición esencial de un crédito considerado 

como litigioso ―la de que la contienda judicial 

pendiente a la fecha de la venta o cesión del crédito 

gire sobre la existencia misma del crédito y no 

meramente sobre las consecuencias de su existencia, 

una vez determinado por sentencia firme‖. Íd. Por el 

contrario, no es litigioso un crédito que ya se ha 

adjudicado mediante sentencia final y firme. Íd. Si se 

transfiere un crédito cuando ya el litigio está 

terminado por sentencia final y firme, ―tampoco 

corresponderá al crédito la denominación de litigioso 

por más que lo haya sido antes‖. Benítez Santana v. 

Quintana, 52 DPR 749, 752 (1938).
3
 Tampoco se considera 

litigioso un crédito cedido antes del inicio de un 

pleito. Cámara Insular Etc. v. Anadón, 83 DPR 374, 386 

(1961). Ello tampoco aplica a un crédito ya declarado 

o adjudicado en virtud del cual se inicia un nuevo 

pleito para hacerlo efectivo. Martínez, Jr. v. 

Tribunal de Distrito, supra.  

 El reseñado articulado destaca que un crédito se 

considerará litigioso desde que ―se conteste a la 

demanda relativa al mismo.‖ 31 LPRA sec. 3950. Se 

exige que dicho derecho se ejerza dentro del término 

de caducidad de nueve (9) días a partir de la 

reclamación del pago por parte del cesionario. Consejo 

de Titulares v. C.R.U.V., supra, a la pág. 727.  ste 

término es uno fatal, improrroga le e 

ininterrumpi le.   d. 

                                                 
2
 Citando a 95 Jurisprudencia Civil 297; 10 Manresa, Comentarios al 

Código Civil Español 434 et seq.; 23 Scaevola, Código Civil 962 et seq.; 

8 Colin y Capitant, Derecho Civil 363.  

 
3
 Citando a 10 Manresa, Comentarios al Código Civil, 377. 
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 El Tribunal Supremo ha establecido que, aun 

cuando el deudor desconozca el precio pagado por el 

cesionario, debe presentar una moción, dentro del 

término establecido por ley, solicitando que se le 

informe el precio de las cesiones e indicar su 

propósito de pagar dicho precio previa comprobación. 

Pereira v. I.B.E.C., 95 DPR 28, 67 (1967). 

 Se ha resuelto que la función económica de esta 

figura radica en que facilita la circulación de los 

créditos en el comercio, particularmente en la 

industria bancaria. IBEC v. Banco Comercial, 117 DPR 

371, 376-377 (1986); Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 

supra, pág. 717. 

 La cesión de crédito puede darse en distintos 

contextos, pero como ya mencionamos, ocurre con mucha 

frecuencia en la industria bancaria y financiera. El 

presente recurso presenta la particularidad de que el 

crédito fue obtenido en primer lugar por la FDIC, 

entidad gubernamental federal y posteriormente fue 

cedido a la parte apelada. Como resultado, nos 

corresponde conciliar la aplicación de la figura de 

retracto de un crédito litigioso en casos cuando el 

crédito es cedido por el FDIC a una entidad privada.    

 Según se conoce, la Federal Deposit Insurance 

Corporation (FDIC) es un organismo independiente 

creado por el Congreso mediante el Financial 

Institutions Reform, Recovery, and Enforcement Act of 

1989 (FIRREA), Pub. L. No. 101–73, 103 Stat. 183 

(1989). Mediante esta legislación se regula lo 

relativo a la liquidación de las instituciones 

bancarias y se le confiere autoridad a la Federal 

Deposit Insurance Corporation (FDIC), para actuar como 
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síndico liquidador (receiver) de las instituciones 

bancarias en proceso de cierre. En este proceso, la 

FDIC se convierte en sucesora de los derechos, 

obligaciones, créditos, poderes y activos de la 

institución fallida. 12 USCA sec. 1821(d)(2)(A).  

 Entre las funciones delegadas a la FDIC se 

encuentra el de actuar como síndico de los activos de 

una institución financiera en vías de liquidación y 

transferir los activos de dicha entidad a otra. 12 

U.S.C. secs. 1818 (c) (5) y 1821 (c). 

Según se establece en esta legislación, la FDIC 

goza de autoridad para operar por sí misma la 

institución asegurada; esto es, administrar los 

activos, exigir el pago de deudas, y conservar los 

activos y propiedades de dicha entidad. 12 USCA sec. 

1821(d)(2)(B). También tiene la facultad para fusionar 

o transferir los derechos y obligaciones de la 

institución en sindicatura. 12 USCA sec. 

1821(d)(2)(G). Sobre esto último, la FIRREA dispone 

que la FDIC tiene las siguientes facultades:  

Merger; transfer of assets and liabilities.  

 

(i)  In general. The Corporation may, as 

conservator or receiver--  

(I)  merge the insured depository 

institution with another insured depository 

institution; or 

(II)  subject to clause (ii), transfer any 

asset or liability of the institution in 

default (including assets and liabilities 

associated with any trust business) without 

any approval, assignment, or consent with 

respect to such transfer. Íd. 

 

 La FIRREA, además, autorizó al FDIC a suscribir 

―purchase and assumption transactions‖ con otras 

instituciones bancarias para que estas adquieran 

activos y asuman las deudas y obligaciones del banco 

insolvente. 12 U.S.C. sec. 1823(b)(E)(iii). La 
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subscripción de estos contratos se hace generalmente 

mediante la transferencia de carteras de activos por 

un precio alzado, con el fin de acelerar la 

liquidación de la institución fallida y restablecer la 

confianza pública en la actividad bancaria. 

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico no se ha 

expresado sobre la aplicabilidad del retracto de 

crédito litigioso cuando se ceden créditos por medio 

de la intervención de una agencia administrativa 

federal como la FDIC con una entidad bancaria en 

cierre. La controversia ha sido presentada ante este 

foro apelativo, donde hemos estudiado la controversia 

a la luz de la casuística del estado de Louisiana, 

estado con un Código Civil de estirpe española similar 

al nuestro. El Artículo 2652 del Código Civil de dicho 

estado también reconoce el derecho de un deudor de 

extinguir su obligación mediante el pago de la suma 

por la cual se transfiere el crédito litigioso, lo 

cual es equivalente a la figura de retracto de crédito 

litigioso en nuestro Código Civil. 

 El texto original del referido Artículo dispone:
 

When a litigious right is assigned, the 

debtor may extinguish his obligation by 

paying to the assignee the price the 

assignee paid for the assignment, with 

interest from the time of the 

assignment.     

A right is litigious, for that purpose, when 

it is contested in a suit already filed.  

Nevertheless, the debtor may not thus 

extinguish his obligation when the 

assignment has been made to a co-owner of 

the assigned right, or to a possessor of the 

thing subject to the litigious right. 

 

 Se ha comentado que el objetivo de esta 

disposición, al igual que en nuestra jurisdicción, es 

evitar la compra de créditos litigiosos en perjuicio 



 
 

 
KLAN201501740    

 

9 

del deudor o evitar la especulación y la ganancia 

indebida en dichas transacciones. Nickel v. MB 

Industries, LLC, App. 3 Cir.2013, 107 So.3d 815, 2012-

557 (La.App. 3 Cir. 1/16/13), rehearing denied, writ 

denied 118 So.3d 415, 2013-0824; B. V. Schewe & K. A. 

Lambert, Obligations, 55 La. L. Rev. 597, 601-02 

(1995).
4
  No obstante, se ha interpretado en ese estado 

que, cuando ocurre una transferencia de créditos 

resultante de los actos de administración de una 

agencia reguladora, como la FDIC, la figura del 

retracto del crédito litigioso es inaplicable, pues se 

interferiría con el propósito de la legislación 

federal de dotar a la FDIC con la facultad de 

administrar las instituciones bancarias fallidas.  

Deposit Ins. Corp. v. Orrill, 771 F. Supp. 777, 780 

(E.D. La. 1991); People's Homestead Federal Bank and 

Trust v. Laing, 637 So.2d 604 (La. App. 1994); 

F.D.I.C. v. Thibaut, E.D. La. Feb. 24, 1999, 1999 WL 

102799
5
. 

 En People’s Homestead Federal Bank and Trust v. 

Laing, 637 So.2d 604, 606 (La.App.1994), el tribunal 

manifestó: 

In managing failed banks, and rather than 

directly incurring the costs of prosecuting 

each delinquent account, the RTC sells 

obligations in bulk without assigning a 

specific monetary value to separate items. 

In doing that, to ensure that its protective 

goals are advanced, the agency must be able 

to convey its rights along with any 

promissory notes. Otherwise, the market for 

such assets would be substantially 

restricted, producing a deleterious effect 

in regard to the conservation of faltering 

institutions. Cf. Porras v. Petroplex Sav. 

                                                 
4
 Citando a Smith v. Cook, 189 La. 632 (1937).  

5
 Caso emitido por la Corte de Distrito de los Estados Unidos para el 

Distrito de E.D. Louisiana, sólo existe la cita de Westlaw, no reportado 

en F.Supp.2d.   

 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2031082893&pubNum=0003926&originatingDoc=N0C536D9098CE11DAA688FED05A9C725C&refType=RP&originationContext=notesOfDecisions&contextData=%28sc.DocLink%29&transitionType=NotesOfDecisionItem
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Ass’n., 903 F.2d 379 (5th Cir.1990). Thus, 

both policy considerations and our 

commercial law dictate that Joslin, in 

addition to the RTC, be insulated from the 

litigious redemption doctrine. See also, 

e.g., FDIC v. Bledsoe, 989 F.2d 805, 811 

(5th Cir.1993) (explaining how the 

imposition of state statutes of limitations 

upon assignees would undermine the ability 

of federal agencies to protect bank assets). 

 

  En FDIC v. Thibaut, (E.D.La. Feb. 24, 1999) el 

Tribunal de Distrito Federal para el Distrito Este de 

Luisiana denegó la aplicación del Artículo 2652 del 

Código Civil. Destacó que resolver lo contrario 

causaría la caída del mercado de notas (―notes‖) 

porque se interpondría con los fines de conservación 

de bancos e instituciones de ahorro y crédito fallidas 

que recae sobre las agencias reguladoras como lo sería 

la FDIC. 

 Asimismo se ha reconocido la inaplicabilidad del 

retracto de crédito litigioso en otros casos, como es 

la venta judicial en un caso de liquidación ante la 

Corte de Quiebras. CHS, Inc. v. Plaquemines Holdings, 

L.L.C., 735 F.3d 231, 238-240 (5th Cir. 2013).
6
 El 

fundamento de estas excepciones descansa en que no se 

permita la interferencia con procesos de liquidación 

de activos, ya sea ante la Corte de Quiebras o cuando 

es administrado por una agencia federal. 

 En fin, la jurisprudencia interpretativa del 

articulado que reconoce la figura del crédito 

litigioso en el estado de Luisiana prohíbe que un 

deudor individual reclame el pago de una obligación 

contraída con el banco fallido, oponga el retracto de 

crédito litigioso —conocido en inglés como ―litigious 

                                                 
6
 En EC Offshore Props. v. Open Choke Exploration, LLC, 

(Bankr.W.D.La.2011), el Tribunal de Quiebras para el Distrito Oeste de 

Luisiana, también, razonó que el Artículo 2652 del Código Civil se creó 

para atender la problemática que surge de la transferencia de créditos no 

regulados y del potencial de abuso que representa tales transferencias. 
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redemption doctrine‖ o ―litigious rights rule‖—, 

contra el banco adquirente. Así lo expresa la 

jurisprudencia estadounidense: 

 Como antes mencionamos, en nuestra jurisdicción 

no hallamos precedentes que atiendan esta 

controversia, por lo que entendemos prudente adoptar 

la norma establecida en Louisiana, la cual hemos 

adoptado como Panel y ha sido acogida por otros 

paneles de este Tribunal.
7
  

B. El auto de certiorari 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un Tribunal revisor 

pueda corregir un error de derecho cometido por el 

foro objeto de la revisión. Pueblo v. Colón Mendoza, 

149 DPR 630, 637 (1999). Al respecto, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V), limita la 

autoridad y el alcance de la facultad revisora de este 

Tribunal sobre las órdenes y resoluciones de los foros 

de primera instancia. En lo pertinente, la referida 

Regla dispone que: 

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de 

una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 

57 o de la denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo. No obstante, y por 

excepción a lo dispuesto anteriormente, el 

Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes 

o resoluciones interlocutorias dictadas por 

el Tribunal de Primera Instancia cuando se 

recurra de decisiones sobre la admisibilidad 

de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que 

                                                 
7
 Véase, Bautista Cayman Asset Company v. Díaz Electric, Inc., 

KLCE201501258, sentencia de 29 de octubre de 2015; Vistas de Canóvanas, 

Inc., y otro v. Doral Bank, KLCE201401502, resolución de 23 de diciembre 

de 2014; Scotiabank de Puerto Rico v. Gomas Gomas y Más, Inc., y otros, 

KLCE201300297, sentencia de 12 de julio de 2013; Scotiabank de Puerto 

Rico v. Floresta Gurabo, Inc. y otros, KLAN201101859, sentencia de 29 de 

junio de 2012;  
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revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Al denegar la expedición de un 

recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que 

fundamentar su decisión. 

 

Distinto al recurso de apelación, el foro 

apelativo tiene la facultad de expedir el auto de 

certiorari de manera discrecional, por tratarse de 

ordinario de asuntos interlocutorios. Sin embargo, 

nuestra discreción debe ejercerse de manera razonable, 

procurando siempre lograr una solución justiciera. 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 

(2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 

(2001).  

Sobre lo antes mencionado, la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, establece siete criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición 

de un auto de certiorari.  Estos criterios son: 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

B. Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema. 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de 

los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia 

para su consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la solución 

final el litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 
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Los criterios antes transcritos nos sirven de 

guía para poder, de manera sabia y prudente, tomar la 

determinación de si procede o no intervenir en el caso 

en la etapa del procedimiento en que se encuentra. 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). En este sentido, cabe destacar que, de darse 

la denegatoria de un recurso de certiorari por un 

tribunal de apelaciones, dicha acción no prejuzga los 

méritos del caso o la cuestión planteada, pudiendo 

ello ser reproducido nuevamente mediante el 

correspondiente recurso de apelación. García v. Padró, 

165 DPR 324, 336 (2005). Es decir, que la parte 

afectada por la decisión que finalmente tome el 

Tribunal de Primera Instancia, no queda privada de la 

oportunidad de hacer ante el Foro apelativo los 

planteamientos que entienda procedentes una vez se 

resuelva el pleito en el foro primario. Núñez Borges 

v. Pauneto Rivera, 130 DPR 749, 755-756 (1992). 

IV. Aplicación del Derecho a los hechos del caso 

 La parte peticionaria cuestiona la determinación 

del foro primario que denegó su solicitud de ejercer 

su derecho al retracto del crédito litigioso cedido 

por la FDIC a la parte recurrida de conformidad al 

Artículo 1425 del Código Civil de Puerto Rico.  

 Según reseñamos, conforme al invocado Artículo 

una vez cedido o vendido un crédito litigioso, el 

deudor puede extinguirlo mediante el pago al 

cesionario del precio que este pagó, más las costas e 

intereses. Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 132 

D.P.R. 707 (1993). Sin embargo, el ejercicio de este 

derecho es inaplicable cuando surge como resultado de 

un crédito de un banco insolvente cedido por la 
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agencia administrativa federal FDIC a otra entidad 

bancaria.  

 A pesar de que no hemos identificado una norma 

precisa por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, como 

panel hemos interpretado
8
 y acogido las determinaciones 

persuasivas de otros paneles de este foro apelativo, 

así como de tribunales del estado de Lousiana, en 

torno a la inaplicabilidad  del ejercicio del retracto 

del crédito litigioso en casos de cesión de crédito de 

una institución fallida por parte de la FDIC a una 

institución bancaria.  

 Nuestro razonamiento descansa en varios 

fundamentos, primeramente, la propia legislación 

federal concede un poder absoluto a la FDIC para 

―transfer any asset or liability of the institution in 

default […] without any approval, assignment, or 

consent with respect to such transfer.‖ 12 USCA sec. 

1821(d)(2)(G). De igual forma, una determinación en 

contrario derrotaría la intención de la legislación 

federal que dotó a este organismo federal del poder 

como síndico de liquidar, administrar y transferir de 

forma ordenada y eficiente los créditos de las 

instituciones fallidas bajo su jurisdicción. 12 USCA 

secs. (c)(5) y 1821 (c).  

 Asimismo, permitir el ejercicio de la figura de 

retracto de crédito litigioso cuando la FDIC 

administra y transfiere este tipo de créditos tendría 

el efecto de dilatar el proceso de cesión de créditos 

y desalentar, la circulación de los créditos en el 

comercio, y el mercado para que instituciones 

                                                 
8 Véase KLCE201501258, Bautista Cayman Asset Company v. Díaz 

Electric, Inc., caso donde este panel expidió el recurso de 

certiorari y revocó al foro primario bajo hechos muy similares. 



 
 

 
KLAN201501740    

 

15 

bancarias solventes adquieran los referidos créditos. 

Finalmente, nótese que la industria bancaria es una 

altamente regulada por el gobierno federal y dentro 

del precario estado económico y financiero existente 

la utilización del retracto de crédito litigioso 

cuando el crédito lo transfiere una institución 

gubernamental podría representar una intervención 

indebida con la acción estatal.  

 Mediante nuestra determinación reiteramos la 

interpretación de los tribunales del estado de 

Lousiana, de los paneles de este tribunal apelativo y 

de los miembros de este panel. No hemos identificado 

alguna otra norma jurídica que nos incline a adjudicar 

el caso de forma distinta.  

 Por los fundamentos expuestos, se expide el auto 

de certiorari y se confirma la resolución recurrida.  

V 

Por los fundamentos expuestos, se expide el auto 

de certiorari y se confirma la resolución recurrida. 

El caso continuará su curso ante Tribunal de Primera 

Instancia. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones.  

La Juez Gómez Córdova entiende que el curso 

decisorio adecuado debió ser denegar, por no ser la 

materia objeto del recurso una de las contenidas en la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil. 

  

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


